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PRESENTACIÓN

Antonio Annino
Universidad de Florencia
Marcela Ternavasio
Universidad Nacional de Rosario-CONICET

A diferencia de las crisis que afectaron a las monarquías francesa e inglesa, las dos crisis ibéricas ocurridas en 1807-1808 tuvieron una marcada naturaleza constitucional. Las renuncias de Bayona, por una parte, y el traslado de los Braganza a Brasil, por la otra, supusieron problemas totalmente inéditos, no sólo para las tradiciones de ambas monarquías, sino para el regalismo europeo tout court. Las crisis fueron tan profundas y prolongadas que moldearon tanto los procesos políticos que hundieron a los dos imperios como las bases de las nuevas unidades soberanas nacidas de dichas crisis. Todo el orbe ibérico, desde las capitales hasta los últimos pueblos perdidos en las sierras americanas, se vio involucrado en una experiencia tormentosa que, además de transformar los cimientos sociales y políticos de aquellos dos grandes conglomerados territoriales bioceánicos, lo convirtieron en un gran laboratorio de experimentación constitucional. Por supuesto que también las demás revoluciones atlánticas vivieron la experimentación de algo tan nuevo como el tránsito de constituciones descriptivas a constituciones prescriptitas, y a veces de manera muy dramática como sucedió en Francia. Sin embargo, el caso ibérico fue más “vasto” por dos razones: por su dimensión espacial y por el cruce de varios proyectos políticos en lucha, desplegados en un contexto de guerras y de hondos procesos de fragmentación territorial, especialmente en el área hispanoamericana, aunque siempre latentes en la luso-brasileña.

El propósito de este volumen es presentar una reflexión de conjunto sobre ese gran campo de experimentación, cuyos límites temporales se ubican, de manera flexible según los casos, alrededor de las tres primeras décadas del siglo XIX. Tal periodización presupone, en primer lugar, señalar la interacción que se dio –a veces voluntariamente y otras no– entre los constitucionalismos históricos ibéricos y los nuevos constitucionalismos escritos. Este fenómeno, que fue mucho menos conflictivo de lo que interpretó la historiografía tradicional, ha sido objeto –como asimismo el tema constitucional en general– de numerosos estudios que han cambiado notablemente nuestro panorama en las últimas dos décadas. Ya no sólo se rescatan las evidentes y significativas transformaciones ocurridas en los idiomas políticos y constitucionales sino también las posibles asimilaciones, superposiciones y tensiones entre conceptos y principios nuevos y viejos. Hoy es más difícil identificar lo radicalmente nuevo cuando se someten a una relectura más ajustada tanto los textos como los mecanismos institucionales que permitieron darles vida en las sociedades. Entre otras cosas porque el “nuevo constitucionalismo” no derogó el orden jurídico del pasado; un dato que instala una serie compleja de interrogantes que todavía esperan respuestas y reflexión.

En segundo lugar, cualquier periodización de estas experiencias implica, precisamente, tomar como base los solapamientos recién señalados y dejar de lado el viejo criterio utilitarista fundado sobre el dualismo “proyectos/resultados”. En este punto es preciso distinguir con determinación entre el gran debate acerca del constitucionalismo desplegado en el mundo ibérico a lo largo del siglo XVIII y el viraje brutal producido a partir de las crisis de 1807-1808. Muchos de los protagonistas intelectuales fueron los mismos, pero los términos del problema cambiaron radicalmente y de una manera imprevista. Desde esa coyuntura se puede hablar de una nueva cuestión constitucional y de un campo de estudio igualmente nuevo, definido por las crisis sin precedentes de las monarquías y por las respuestas que, un conjunto muy amplio de actores sociales y políticos, buscaron ensayar para enfrentar primero el gravísimo problema de cómo gobernar la monarquía y luego el no menos complicado problema de cómo gobernar las nuevas repúblicas.

Las contribuciones de este volumen procuran hacer una historia del trabajo efectuado por los diversos grupos que habitaron los también diversos y compósitos territorios de ambas monarquías para elaborar aquellas respuestas. No se trata, pues, de una “historia constitucional del primer constitucionalismo”, sino más bien de una historia política de las disputas que provocaron respuestas constitucionales y de los conflictos que tales respuestas también desataron. Colocados en este registro, los ensayos aquí incluidos no toman como punto de partida las “independencias” declaradas respecto de sus antiguas metrópolis –como habitualmente lo hizo la historiografía tradicional–, sino periodizaciones más amplias que revelan un punto importante: la cuestión constitucional y las independencias fueron dos procesos que, aunque íntimamente vinculados, presentan una autonomía histórica e historiográfica que es preciso rescatar.

Desde estos presupuestos, y como coordinadores de este volumen, les propusimos inicialmente a los autores convocados contemplar –en la medida de sus posibilidades– tres nudos del problema. El primero es soberanía y constitucionalismo, dado que ambas crisis –la lusitana y la hispánica– pusieron a la orden del día –y de forma inédita– la cuestión de la soberanía. En un contexto en el que nadie tenía la legitimidad para sustituir la antigua, se demostró muy difícil imputar la soberanía a un nuevo sujeto. El segundo nudo es la representación política y el constitucionalismo. Un tema que fue dramáticamente central también en Francia, y que en el mundo ibérico –particularmente en el hispánico– se complicó por los dilemas desencadenados por el primer nudo recién señalado. Si por una parte fue relativamente fácil organizar diversas formas de representación, en vilo entre lo antiguo y lo nuevo, su eficacia dependió mucho de su naturaleza territorial, de su perfil corporativo, y de su carácter imperativo. Factores todos que dificultaron la autonomía de las nuevas asambleas. El tercer nudo, llegados a este punto, no podía ser sino el de los territorios y el constitucionalismo; es decir, el de la mayor o menor coincidencia de las nuevas jurisdicciones constitucionales frente a la fuerza de las antiguas jurisdicciones.

Como el lector podrá imaginar, sobre estas bases nos resultó muy difícil definir las “áreas” que habrían de estar aquí representadas, precisamente por la compleja articulación que los tres nudos presentan en la coyuntura tratada. Por otra parte, es bien sabido que los Estados naciones que hoy conocemos y sobre cuyos moldes se construyeron las clásicas historias políticas y constitucionales, fueron construcciones tardías que no se corresponden con las situaciones presentadas en las siguientes páginas. Por el contrario, se trata de áreas muy cambiantes en las que se advierten múltiples superposiciones.

Tales variaciones no sólo dificultaron la “selección” de los “casos” (en la que cabe aclarar no están todas las regiones que podrían haber sido parte de una reflexión en este volumen), sino también el ordenamiento de los ensayos. Respecto de la primera dificultad, cualquier criterio general que intentáramos adoptar se resiste a la posibilidad de una taxonomía segura. Una primera distinción entre el área lusitana e hispánica dejaría de lado los múltiples cruces entre ellas, como bien demuestran los artículos de Márcia Berbel y Ana Frega. Por otro lado, la clásica clasificación adoptada en los últimos años entre áreas gaditanas y no gaditanas (o dicho en otros términos, entre áreas leales e insurgentes) no sólo excluye al mundo luso-brasileño sino que no contempla las vertiginosas variaciones producidas dentro de ellas, con ciudades que perteneciendo a una misma jurisdicción toman por alguno de estos rumbos, sin contar las disputas entre gaditanos y antigaditanos al interior de ciudades, pueblos e incluso familias. Los posibles “mapas taxonómicos” podrían continuar, exhibiendo cada uno de ellos cuántos procesos y experiencias dejan fuera. Por tal razón, decidimos incluir lo que consideramos “casos significativos” que, sin agotar ni exponer todas las modulaciones que adoptaron los primeros constitucionalismos ibéricos, revelan los nudos problemáticos más acuciantes.

Respetando entonces la pluralidad de superposiciones, intentamos salvar la segunda dificultad señalada, ordenando los ensayos según un criterio “cronológico” que también admite sus problemas y solapamientos. Un criterio cronológico del que escapa el primer ensayo de nuestra autoría. En él procuramos poner en diálogo los problemas –políticos y constitucionales– que debieron enfrentar las monarquías portuguesa y española entre 1807 y 1823, con el objeto de ofrecer una imagen muy general que le permita al lector ubicar tanto los “casos” analizados como las categorías conceptuales en las que se inscriben. Desde esta perspectiva, los tres artículos que le continúan representan los primeros “ensayos constitucionales” escritos de toda el área. Clement Thibaud analiza el caso neogranadino; Inés Quintero y Ángel Rafael Almarza, el venezolano y Federica Morelli, el del reino de Quito. Tal como estas contribuciones demuestran, se trata de ensayos que marcan situaciones diferentes tanto respecto de cómo redefinieron los vínculos con la Corona, como de sus alcances territoriales e incluso de su posibilidad de ser aplicados. De hecho, el Pacto Solemne promulgado en febrero de 1812 en Quito –considerada la primera Constitución de lo que habrá de ser luego Ecuador, según indica Morelli– nunca pudo ser aplicado por la entrada de las tropas realistas. Una situación que se repetirá en múltiples oportunidades y regiones en todo el período, pero que no oscurece el hecho de ser en estas tres áreas donde se elaboraron documentos constitucionales antes de la sanción de la Constitución de Cádiz.

El artículo de Manuel Chust analiza los debates y realizaciones del congreso constituyente que culminó con la promulgación de la Constitución gaditana de 1812 y le continúan los ensayos de Ivana Frasquet sobre el caso novohispano; de Gabriella Chiaramonti, sobre Perú y de Marta Irurozqui, sobre el Alto Perú. Áreas todas donde se aplicó la Constitución de Cádiz con resultados comunes en algunos aspectos y diversos en otros. Entre tales diferencias no se pueden soslayar la experiencia insurgente y sus ensayos constitucionales en México, ni la coexistencia de un constitucionalismo con sede en Cádiz y otro con sede en Buenos Aires para el caso altoperuano, ni tampoco el posterior derrotero peruano, una vez arribados los ejércitos de San Martín y declarada la independencia. Los solapamientos ya señalados son aquí tan evidentes como en las así llamadas áreas bolivarianas.

Chile, a cargo de Ana María Stuven, y el Río de la Plata, analizado por Noemí Goldman, se ubican en el área sanmartiniana y representan dos derroteros constitucionales muy distintos. Excluyéndose ambos del orbe gaditano, Chile plantea una articulación entre constitucionalismo, territorio y soberanía que, más allá de ciertos puntos en común, difiere del caso rioplatense, cuya deriva constitucional estuvo atada a la imposibilidad de definir, durante toda la primera mitad del siglo XIX, un nuevo sujeto de imputación soberana.

El libro se cierra con el ensayo de Márcia Berbel sobre Brasil y con el de Ana Frega sobre Uruguay. Si ambas contribuciones están ubicadas al final no es sólo por el criterio cronológico adoptado, sino también porque expresan las confluencias de todos los posibles “mapas taxonómicos” mencionados: muestran el entrelazamiento entre el constitucionalismo gaditano y el lusitano –analizado por Berbel– y el de ambos con el rioplatense –según el estudio de Frega–.

En todos los casos, sin embargo, es posible advertir el formidable dinamismo que asumió el primer constitucionalismo en el mundo ibérico. Un dinamismo que no dejó de sorprender a los propios contemporáneos y que, es preciso recordar, se desplegó en un escenario de guerra permanente. Si bien el gran tema de la guerra no es el objeto de este volumen, el lector podrá advertir su presencia en las siguientes páginas. Y esto es así porque seguramente todos estamos de acuerdo en aceptar que sería imposible hacer la historia del trabajo que enfrentaron los actores del temprano siglo XIX para dar respuesta a los nuevos desafíos de la gobernabilidad si no recordamos que ese trabajo lo realizaron a fuerza de constituciones pero también de bayonetas.





CRISIS IBÉRICAS Y DERROTEROS CONSTITUCIONALES

Antonio Annino
Universidad de Florencia
Marcela Ternavasio
Universidad Nacional de Rosario-CONICET

Giovanni Sartori afirmó hace ya varios años que, “históricamente, el término ‘Constitución’ era un vocablo ‘vacante’ del que se apropió el constitucionalismo en el siglo XVIII para dar la idea de un gobierno de las leyes (no de los hombres) y limitado por las leyes”1. Como sabemos, esta perspectiva expone un enfoque que, al proceder de la Teoría Política, busca definir categorías y marcar una frontera entre aquello que puede ser o no considerado dentro del constitucionalismo moderno. Una frontera que los historiadores –del derecho, de la política y de los conceptos– se han ocupado en los últimos años de problematizar, al estudiar las múltiples modulaciones y solapamientos de “antiguas” y “modernas” constituciones en los procesos históricos concretos.

No es nuestro propósito analizar aquí tales solapamientos, ni los presupuestos –descriptivos y prescriptivos– que subtienden a las diversas interpretaciones, ni menos aún intentar definir qué tipo de constituciones se dieron los nuevos países iberoamericanos nacidos de la crisis de comienzos del siglo XIX. El objetivo es otro: reflexionar sobre dicha crisis para establecer ciertos parámetros de comparación entre los derroteros constitucionales del orbe hispánico y lusitano respectivamente.

En esta dirección, la idea de “vacancia” conceptual a la que alude Sartori en la cita inicial nos es útil para establecer una suerte de paráfrasis con otras “vacancias” que definieron aquellos derroteros. A la reflexión, pues, sobre los conflictivos procesos vividos por las dos monarquías ibéricas entre 1807 y 1823 y a la de sus consecuencias en el plano constitucional producidas a ambos lados del Atlántico están destinadas las siguientes páginas2.

LA CUESTIÓN NAPOLEÓNICA

La crisis ibérica de 1807-1808 ha sido objeto recientemente de significativas revisiones historiográficas y de importantes debates y polémicas. La naturaleza de dicha crisis, su genealogía en el corto y mediano plazo y su impacto en las revoluciones e independencias americanas son algunos de los temas más transitados. En esta ocasión nos detendremos en ella no para hacer un estado de la cuestión sobre tales debates sino para trazar un horizonte general que permita poner de relieve ciertas cuestiones respecto del tema que nos ocupa.

Para comenzar ese trazado es oportuno recuperar un señalamiento que hiciera hace ya muchos años Jaques Godechot y recientemente recordado por Andrea Slemian y João Paulo Pimenta: los eventos ocurridos en la Península Ibérica durante aquella coyuntura crucial fueron un parte aguas en la lógica de expansión imperial napoleónica en la medida en que marcó una gran transformación en el enfrentamiento de Francia con Europa3. Tal transformación no se produjo sólo porque aquellos acontecimientos implicaron un repentino y profundo viraje de las alianzas internacionales –y por consiguiente un realineamiento de las relaciones de fuerzas al interior de cada una de las unidades soberanas enfrentadas– sino también por las consecuencias que tuvo en el plano constitucional. Lo ocurrido en la Península Ibérica a partir de la ocupación de los ejércitos franceses sugiere que existe una “cuestión napoleónica” que, a los efectos de nuestro análisis, se podría definir como la de las relaciones que Napoleón Bonaparte instituyó entre imperio y Constitución.

Como es bien sabido, la expansión imperial bonapartista se apoyó en bayonetas como, asimismo, en nuevas cartas constitucionales concedidas u otorgadas a los países vencidos. El constitucionalista Pedro Cruz Villalón ha definido las características comunes del llamado “constitucionalismo napoleónico” plasmado en las naciones satélites como “el ‘noqueo’ de la sociedad estamental, la voluntad de un mismo derecho para todos, la absoluta desconfianza respecto de las libertades individuales y públicas, el principio monárquico apoyado en el Consejo de Estado y en fin, una soberanía tutelada por Francia”4.

El binomio expansión imperial y constitucionalismo se quebró, sin embargo, en 1807-1808 por dos situaciones inéditas: por el traslado de la familia real y de toda la corte lusitana a Río de Janeiro y por la inesperada resistencia de los españoles frente a las abdicaciones borbónicas producidas en Bayona. La primera situación reactualizó en Portugal el viejo debate ilustrado sobre la reforma de la monarquía a la vez que desató disputas al interior del establishment en torno a diversas alternativas. Contar con una carta constitucional otorgada por Napoleón, resistir la invasión francesa –tal como lo hicieron las juntas creadas entre junio y julio de 1808–, o aceptar la intervención de las tropas inglesas mientras el príncipe regente João VI y sus ministros intentaban salvar la unidad monárquica a miles de kilómetros de distancia de Lisboa, fueron algunas de tales alternativas. La segunda situación también reactualizó el debate ilustrado pero con una variante diferente: la carta otorgada por Bonaparte en Bayona no sólo no logró frenar la revolución nacida en España frente a las abdicaciones sino que impulsó la salida constitucional concretada en Cádiz en 1812.

En perspectiva europea, la crisis ibérica de 1808 constituyó una inédita experiencia en las crisis de los antiguos regímenes del viejo continente. Mientras que en España se pasó de una crisis dinástica a una crisis de la monarquía que derivó en una crisis constitucional, en Portugal, el traslado de la corte desató una crisis política y una redefinición de los centros de decisiones de la Corona. Si bien esta crisis política no siguió en un primer momento las huellas de España, las diversas cronologías de los dos casos ibéricos permiten reubicar la cuestión napoleónica y la cuestión constitucional en un tablero que, como en el del ajedrez, se despliegan distintas estrategias dentro de un mismo juego.

La primera variable a considerar es, por supuesto, la internacional. Las disputas inter-imperiales exhibidas durante todo el siglo XVIII y que encontraron en la Guerra de los Siete Años, como es bien sabido, un turning point, se intensificaron con la Revolución Francesa. El ciclo de guerra total y el entrelazamiento de las rivalidades ya no podían tolerar testigos inocentes. Mientras en un principio, Madrid y Lisboa buscaron sustraerse de lo que parecía ser un conflicto esencialmente anglo-francés, la expansión napoleónica obligó a ambas cortes a posicionarse cada vez más en ese nuevo escenario. Posicionamientos que implicaron disputas, en cada caso, entre facciones proinglesas y profrancesas, cuyas consecuencias no se limitaron a redefinir las alianzas entre potencias, sino que incidieron en el futuro derrotero constitucional del mundo ibérico. En ese contexto, el Tratado de Fontainebleau, celebrado en octubre de 1807 entre Francia y España, marcó la apoteosis de la facción profrancesa liderada por el ministro Godoy en España y el fin de la secular “neutralidad portuguesa” que selló la definitiva mediatización británica en el área lusitana. Una neutralidad que a lo largo del siglo XVIII no dejó de exhibir diversas oscilaciones y que fue formalmente abandonada recién el 1 de mayo de 1808, cuando se declaró la guerra a Francia5.

El Tratado aceleró, pues, la concreción de un viejo proyecto de la Corona portuguesa. El traslado de la corte hacia América no fue un plan improvisado –como ha venido a destacar la reciente historiografía luso-brasileña–, sino todo lo contrario. Aventado en diversas ocasiones y por diferentes motivos desde la independencia de Portugal respecto de España en 1640, la idea del traslado revela la conciencia de la Corona lusitana acerca de su debilidad en el escenario europeo y, su contracara, la centralidad que tuvo América desde muy temprano para el imperio portugués. Así lo entendió el secretario de Estado de João VI de Portugal –Rodrigo de Souza Coutinho, conde de Linhares–, cuando afirmó en 1803 que “Portugal no era la mejor ni la parte más esencial de la monarquía” y cuando se abocó en 1807 a organizar el largo viaje por el Atlántico bajo la protección de la escuadra británica. Si el traslado de la corte evitó, entonces, la vacatio regis ocurrida en España poco después, no pudo eludir sus consecuencias en la redefinición que habría de sufrir la monarquía y el imperio portugués en el mediano y largo plazo.

Por otro lado, mientras la alianza forjada en Fontainebleau permitió concretar la “americanización” de la Corona lusitana, contribuyó a su vez a acelerar la crisis dinástica de los Borbones y la estrategia de Bonaparte respecto del futuro de la Corona española. Seguramente que la reciente experiencia portuguesa colaboró a que dicha estrategia asumiera los rasgos que adoptó; esto es, “forzar” las abdicaciones y otorgar una carta constitucional en Bayona. Cabe recordar, en este sentido, que el gobierno francés instalado en Lisboa, apenas João VI abandonó sus costas en noviembre de 1807, planteó el problema de la Constitución de la monarquía. La idea de Junot de convertirse en rey apoyándose en “las antiguas instituciones y en la legislación de Portugal” encontró calurosa adhesión entre muchos reformistas ilustrados y afrancesados herederos de Pombal, pero también resistencias en personajes de la primera nobleza del reino que solicitaron a Napoleón “una Constitución y un rey constitucional, que sea príncipe de sangre” de la familia Bonaparte6. Tal solicitud se vehiculizó en abril de 1808, poco después del motín de Aranjuez –que en el mes marzo forzó la renuncia de Godoy y la abdicación de Carlos IV en favor de su hijo Fernando– y poco antes de las famosas abdicaciones de mayo. Una opción constitucional que Napoleón buscó concretar en España despejando el tablero de la jugada llevada a cabo por la casa de Braganza. Esta jugada había creado un escenario muy complicado para que el emperador francés pudiera ejercer en Portugal la misma estrategia que venía desarrollando hasta esa fecha en los territorios que caían bajo su dominio. La carta constitucional otorgada a los españoles en el mes de junio en Bayona, en cambio, estuvo precedida por las inéditas abdicaciones, las cuales garantizaban una salida –a la “napoleónica”– que los Braganza habían impedido con su también inédito desplazamiento al Nuevo Mundo. Situaciones inéditas en ambos casos que expresan la diversa naturaleza de las crisis ibéricas y a la vez la confluencia de problemas comunes respecto de la cuestión constitucional.

Como es bien sabido, la ilegitimidad de las abdicaciones (que residía en el hecho de que no podía ser un acto unilateral, ya que un rey no podía deshacerse voluntariamente de su propio reino sino con el acuerdo de éste) y las resistencias que desató a través del movimiento juntista español, provocaron el viraje de la cuestión napoleónica señalado al comienzo y el gran debate sobre la Constitución de la monarquía que culminó con la reunión de las Cortes y la sanción de la Constitución de Cádiz. El movimiento juntista portugués, en cambio, no sólo fue más efímero, sino que no se consumó en una revolución constitucional. El carácter “restaurador” y “conservador” del mismo no deja, sin embargo, de expresar una reacción antifrancesa común, en la que si bien el juntismo español desempeñó un significativo papel en el desencadenado en Portugal, pone al mismo tiempo de relieve el rol de las ciudades y pueblos de ambas monarquías frente a las respectivas crisis. Las disputas entre las diversas juntas, su frágil legitimidad por no estar reconocidas por las leyes de la monarquía, las dificultades por unificar un comando centralizado y la continuidad de la figura del monarca como referencia fundamental son, sin dudas, rasgos compartidos en ambos procesos en esos meses7. Pero lo que marcaba una diferencia crucial era que si la figura del monarca podía fungir como referencia de la unidad soberana y de la obligación política en el caso lusitano, en el español fungía como referente de unidad frente al invasor francés pero en un contexto de fragmentación de la soberanía en el que la obligación política requería de una nueva invención para garantizarla. La “revolución de nación” en España –como la denominó José M. Portillo Valdés– fue justamente la respuesta a esa situación8.

Así, pues, la diversa naturaleza de las “ausencias monárquicas” en la Península explican en gran parte las diferentes derivas constitucionales ibéricas. Una ausencia, la lusitana, que aun cuando garantizó en el corto plazo la legitimidad y unidad de la soberanía monárquica, no dejó de provocar tensiones en el mediano plazo; y otra ausencia, la española, que en su ilegitimidad de origen, no pudo sino provocar en el corto plazo una federalización de la monarquía y una deriva constitucional que no pudo resolver aquella federalización. Ahora bien, si se nos permite por un momento continuar la línea comparativa de las “ausencias”, es oportuno agregar que la huida de Luis XVI disfrazado de siervo en la noche de Varennes no puede asimilarse a la tradicionalmente llamada fugida de João VI, por ser ésta un traslado de la sede imperial que, aunque no pudo evitar las acusaciones de “abandono” del reino por parte de algunos sectores peninsulares, mantuvo la unidad monárquica de un imperio bioceánico. La de Varennes puede asimilarse más a la situación española, porque Luis XVI, al huir, se deshizo voluntaria y unilateralmente del reino, minando los fundamentos de la institución monárquica. Pero en este caso, la Asamblea Nacional había podido reivindicar exitosamente la soberanía de la nación en 1789, mientras que en el orbe hispánico de 1808 no existía ninguna asamblea que pudiera rescatar legítimamente la soberanía de una Corona abandonada voluntariamente. En todo caso, había que crearla ex-post y a ello se abocaron los españoles en Cádiz, luego de más de dos años de un trono vacante9.

En este sentido, y regresando a la cuestión napoleónica, se ha afirmado muchas veces que sin la Constitución de Bayona no habría habido Constitución de Cádiz10. Y en la misma dirección se podría afirmar también que sin la americanización de la monarquía lusitana provocada por la invasión francesa no habría habido en Portugal un debate sobre su Constitución en los primeros momentos ni una crisis constitucional en 1820. El debate producido en 1808 a ambos lados del Atlántico portugués estuvo marcado por la inflexión provocada por Bonaparte: mientras se desplegaban las disputas ya señaladas dentro del establishment lusitano en la Península, la corte de Braganza discutía en Río de Janeiro sobre el potencial subversivo de las juntas. Dos alternativas se plantearon en ese momento: o reconocer el gobierno provisional de Porto o seguir un sistema acorde con la antigua Constitución monárquica. La primera estaba apoyada por el conde de Linhares, fiel representante de la facción probritánica dentro del gabinete, quien se proponía liquidar así el “partido francés” que predominaba en el Consejo de Regencia de Lisboa. La segunda contó con más adhesiones entre los ministros y consejeros del príncipe, quienes sostuvieron que las juntas fomentaban el “gobierno federativo” y la desunión del reino. El éxito de esta última estrategia no derivó, sin embargo, de la lógica política sino de las armas. Lo ocurrido de allí en más en Portugal fue producto del desembarco del ejército inglés en agosto de 1808, cuyo alto mando dio por tierra con las juntas, restableció el Consejo de Regencia y dominó la situación hasta la derrota final de Napoleón11. El gobierno instalado en Río de Janeiro experimentó así una “mediatización” británica de su monarquía, como había experimentado la Corona española la mediatización napoleónica entre 1807 y 1808.

El fin de la era napoleónica y el proceso de Restauración en Europa afectaron de manera muy diferente a las Coronas ibéricas. En España, como sabemos, finalizaba la larga ausencia del rey y con ella la experiencia constitucional gaditana; en Portugal, en cambio, la ausencia del monarca se prolongó y fue a partir de allí cuando la crisis política de la monarquía derivó gradualmente en una crisis constitucional. El creciente resentimiento de los peninsulares lusitanos frente a la americanización del imperio culminó en la reacción de 1820, cuando juntas revolucionarias y liberales exigieron la convocatoria a Cortes y el regreso del monarca. En una suerte de contraste que no deja de señalar consecuencias en el largo plazo, la representación que tuvieron lusos e hispanos respecto de América definió en gran parte la suerte de ambos imperios. La importancia ya señalada que para los primeros tuvieron sus dominios en el nuevo mundo se institucionalizó a partir de 1808. Esa “parte esencial” a la que hacía referencia el conde de Linhares dejó a los portugueses peninsulares en una situación de debilidad frente a sus colonias, elevadas en 1815 a la condición de reino (hasta ese entonces Brasil era un virreinato) y por lo tanto en el mismo estatus jurídico –reconocido por el Congreso de Viena– de Portugal y los Algarves. En España, por el contrario, los peninsulares, aun cuando declararon a las Indias como “parte esencial e integrante de la monarquía española” en enero de 1809, no abandonaron nunca la percepción de su superioridad metropolitana frente a América. Una percepción que dejaron plenamente demostrada en las Cortes de Cádiz y por cierto en el período de la Restauración monárquica.

De esta manera, si bien el trienio liberal de comienzos de los años 20 unificó, por un lado, los destinos de las dos monarquías ibéricas alrededor de un mismo constitucionalismo, y por el otro, los destinos de sus colonias americanas completándose las independencias en ambas áreas, las derivas constitucionales en el nuevo mundo fueron, como sabemos, diversas. El constitucionalismo republicano en el área hispana –salvo la efímera experiencia iturbidista– y el constitucionalismo monárquico imperial en Brasil marcaron rumbos diferentes. No obstante, como ha destacado la historiografía brasileña en los últimos años, la distinción entre ambos constitucionalismos no debe conducirnos a plantear la idea de un “caso excepcional” para Brasil ni debe ocultar los estrechos vínculos entre ambos procesos de independencia ni los problemas comunes que debieron enfrentar a lo largo del siglo XIX.

NACIONES E IMPERIOS

¿Cuáles fueron esos problemas comunes que compartieron las áreas lusitanas e hispánicas en el campo político-constitucional? Para comenzar se podría afirmar que la cuestión más acuciante luego de 1808 fue, para las respectivas metrópolis, compatibilizar imperio y nación. El trienio liberal de los años 20 reveló, a su vez, el fracaso de ese intento y los rumbos diversos –aunque también entrelazados– que adoptaron ambas áreas.

Las relaciones entre imperio y nación han sido recientemente abordadas por Jeremy Adelman, quien cuestionando las visiones teleológicas afirma que el Estado-nación no debe ser considerado como el sucesor automático y natural del imperio y que lo que emergió de las revoluciones atlánticas no fue la antítesis de éste, sino su revitalización. Su tesis acerca de que las naciones surgieron como producto de las tensiones causadas por los esfuerzos por redefinir el marco institucional imperial se ajusta, en gran parte, al argumento que intentamos desplegar aquí12. En primer lugar, porque si regresamos a la “cuestión napoleónica”, es evidente que Bonaparte creó el imperio para consolidar la nación –en Francia–, obligando a nuevos equilibrios en las unidades soberanas del continente europeo y provocando profundas crisis en Portugal y España, en pleno proceso de reformas y adaptación de sus monarquías al escenario imperial dieciochesco. En segundo lugar, porque el experimento gaditano de 1812 fue un intento de constitucionalizar el imperio, para salvarlo, creando una nación que abarcara los dominios del orbe hispánico en ambos hemisferios. En tercer lugar, porque Portugal fue el ensayo más novedoso de redefinición imperial luego de 1808. El traslado de la corte bragantina salvó la monarquía y el imperio en el corto plazo para luego dar lugar a un nuevo intento de adaptación imperial, pero esta vez siguiendo las huellas de Cádiz: esto es, creando una nación portuguesa en ambos hemisferios con instrumentos constitucionales.

El fracaso, entonces, en constitucionalizar naciones bioceánicas por parte de los liberales lusos y españoles abrió el tortuoso camino de creación de naciones a ambos lados del Atlántico. Las de Portugal y España siguieron un rumbo común pero a la vez marginal si se las mira en la perspectiva europea del siglo XIX, dominada por el binomio imperio-nación. En la Europa posnapoleónica, los imperios no sólo mostraron una excelente capacidad de convivir con la nación, sino que fueron hijos de la nación nacidos para consolidarlas. Así lo entendía Lord Rosebery (1899) cuando afirmaba que el imperialismo era “un patriotismo más grande” y así lo mostraron los casos de Napoleón III en Francia, el Imperio Austrohúngaro, el Imperio Alemán o la reina Victoria en Inglaterra13. España y Portugal, en cambio, luego de las pérdidas de sus respectivas posesiones americanas, no mostraron una articulación similar de aquel binomio, más allá de que la primera mantuvo su condición imperial hasta 1898 y la segunda se expandió en territorio africano en la segunda mitad del XIX. Si se las mira, por otro lado, en perspectiva americana, también exhiben un rumbo común y a la vez diverso respecto del binomio nación-Constitución. Mientras que en el Nuevo Mundo recién emancipado, las diputas en torno a “qué” tipo de Constitución establecer (monárquica constitucional, republicana, centralista, federal, confederal, liberal, conservadora, etc.) fue foco de grandes conflictos que en muchos casos llevaron a enfrentamientos armados, en las naciones ibéricas peninsulares luego de las independencias americanas las disputas se desplegaron entre absolutistas y liberales-constitucionalistas, quienes también llevaron sus querellas al plano de las armas.

No obstante, respecto del tema que aquí nos ocupa, es oportuno destacar que ningún imperio había tenido Constitución alguna, mientras que las naciones sí14. En este sentido, las nuevas naciones americanas buscaron en las Constituciones un recurso para estabilizar el nuevo orden nacido de la crisis. Hispanoamérica se convirtió, así, en el laboratorio de experimentación constitucional republicana más formidable, y Brasil procuró por varias décadas lograr aquello que no pudieron las antiguas metrópolis ibéricas: compatibilizar imperio y nación bajo un régimen de monarquía constitucional.

Como sabemos, la vocación de “reconquista imperial” por parte de las Cortes de Lisboa –frente al sentimiento de “ser colonia de una colonia”–15 consumó la independencia de Brasil y no sólo eso: tal como afirma Pimenta, “terminó creando una idea política propia de Brasil, hasta entonces inexistente”16. A contrapelo del modelo europeo, se podría afirmar que Brasil proclamó el imperio para crear la nación, capitalizando de esta manera la herencia que había dejado el traslado de la familia real a Río de Janeiro en 1808. Como hemos señalado, la americanización de la Corona lusitana provocó crecientes descontentos en la antigua sede de la monarquía y condujo a la revolución liberal de Porto en agosto de 1820. La exigencia de los revolucionarios peninsulares fue el inmediato regreso del monarca y la reunión de una asamblea constituyente. Dicha asamblea se reunió en enero de 1821 en Lisboa bajo el nombre de “Cortes Constituyentes de la Nación Portuguesa” y asumieron la autoridad soberana de la nación. Como muestra muy bien el ensayo de Márcia Berbel incluido en este volumen, dichas Cortes siguieron el camino gaditano al prever la representación de diputados provenientes de las provincias de Brasil y al adoptar temporalmente la Constitución de Cádiz de 1812 para el área portuguesa17. Pero de la misma manera que los liberales españoles se negaron –tanto en la primera como en la segunda experiencia constitucional– a negociar con los americanos un estatus de autonomía para sus provincias, los diputados liberales portugueses hicieron lo propio al rechazar –entre otras– la propuesta de los diputados americanos de mantener la condición de reino para Brasil con la permanencia de Pedro como príncipe regente con sede en Río de Janeiro, según lo estipuló su padre João VI antes de embarcarse hacia Lisboa en abril de 1821. Tal negativa y las tensiones generadas a ambos lados del Atlántico continuaron con un decreto de convocatoria a Cortes en Brasil promulgado por el príncipe Pedro en junio de 1822 y culminaron con la independencia en septiembre, la cual se formalizó con un proyecto de imperio con sede en Río de Janeiro18.

Sin duda que el linaje de los Braganza dotaba al príncipe de una legitimidad y, por lo tanto, de una gran capacidad de maniobra para consumar tal gesto. Pero cabe destacar que la proclamación de Pedro como emperador en octubre de 1822 –y por lo tanto, la instauración del Imperio de Brasil– precedieron a la creación de la monarquía constitucional como forma de régimen para la nueva unidad soberana. La asamblea constituyente comenzó a sesionar en 1823 y seis meses después fue clausurada por el mismo emperador, quien otorgó la Carta Constitucional de 1824. Dicha carta, según el estudio de Andrea Slemian, era muy próxima al proyecto elaborado por la Asamblea de 1823 y al espíritu de las monarquías restauradas en Europa, aunque –como señala la misma autora– si bien se le transfería al emperador un papel clave en el ordenamiento político, éste no acumulaba tantos poderes como los atribuidos al Ejecutivo encarnado por la figura del monarca en la Carta francesa de 181419.

Cabe preguntarse, entonces, por las razones que condujeron a proclamar un imperio en Brasil, más allá de reconocer las ambigüedades que el binomio imperio-monarquía mantuvo a lo largo de la historia20. A diferencia de Iturbide en México, cuyo título de emperador revelaba –entre otras razones– la ausencia de linaje para ser considerado un “rey” de pleno derecho, la experiencia brasileña parece exhibir un intento sui géneris de constitucionalizar un imperio para crear una nación bajo el régimen de monarquía constitucional en cuya cúspide se ubicaba el monarca-emperador, legítimo heredero de la casa de Braganza. En el tablero político lusitano, la jugada de Brasil parecía redoblar la apuesta frente a la negativa de las Cortes de Lisboa de reconocer su condición de reino obtenida en 1815. La transformación de reino en imperio pudo consumarse con el apoyo de varias provincias, aunque como veremos luego “la unidad en las regiones que habían salido de la colonización portuguesa, prevista en la propuesta imperial, estaba lejos de ser asegurada”21.

Ahora bien, aun cuando quedan abiertos muchos interrogantes en torno a las cuestiones recién señaladas, lo cierto es que el rumbo constitucional adoptado por Brasil difiere del hispanoamericano, más tortuoso. Los ensayos incluidos en este volumen nos eximen de un análisis detallado sobre las diversas rutas y vicisitudes ocurridas en la historia del primer constitucionalismo en el orbe hispánico22. No obstante es oportuno destacar algunas cuestiones. En primer lugar, ya hemos señalado que la experiencia gaditana fue un intento de constitucionalizar el imperio creando una nación bioceánica. Manuel Chust muestra muy bien en su ensayo aquí incluido que la Constitución de 1812 le arrebató a la Corona su soberanía para instalarla en la categoría de “nación española” y que, de esta manera, constitucionalizó el estado del Antiguo Régimen de la mayor parte de la monarquía borbónica, tanto metropolitana como colonial. A su vez, muestra también los acalorados debates desplegados dentro de las Cortes reunidas entre 1810 y 1812 sobre “el número de soberanías que ese nuevo Estado-nación estaba dispuesto a admitir”.

Como sabemos, éste es un punto crucial para entender el derrotero del primer constitucionalismo hispánico. Por un lado, porque la revolución constitucional que se expresó en la Carta gaditana se realizó –según la expresión de Portillo Valdés– “contra” el “fideicomiso” de la soberanía provocado por la crisis monárquica. La “revolución de nación” –y el nuevo sujeto político que surgió de ella– estuvo dirigida no sólo a crear un gobierno limitado y contener así el poder absoluto del monarca, sino también para contener el poder adquirido por los cuerpos territoriales expresado en los movimientos juntistas, tanto peninsulares como americanos, desatados en 180823. Como ha demostrado el mismo autor, esa revolución de nación de dos hemisferios exhibió sus mayores dificultades para imponerse en América –aunque también en la Península– al no articularse a las demandas de autogobierno de los cuerpos territoriales, acostumbrados a manejarse con fuertes dosis de autonomía, más allá de los intentos borbónicos de reducirlas a través de sus reformas dieciochescas.

Así, la Constitución de Cádiz, aun cuando intentó conciliar la demanda de autogobierno al otorgar un estatuto electivo a las diputaciones provinciales y ayuntamientos, no logró frenar la tendencia federativa que, de hecho, se había desplegado en la primera fase de la crisis. Lejos de resolverla, la Carta de 1812 dejó al desnudo los dilemas derivados de esa nueva nación que escondía mal su vocación imperial. Una vocación que volvió a ponerse en evidencia en el Trienio Liberal y que culminó –tal como analiza aquí Ivana Frasquet– con la definitiva independencia de México24.

En este punto es oportuno poner en diálogo, nuevamente, los casos lusitano e hispánico. En primer lugar, para trazar un arco entre la crisis de 1807-1808 y el trienio de los años 20 respecto de una alternativa que no llegó a concretarse pero que se discutió en ambas coyunturas: la de reconstituir una “unidad ibérica”. Esta posibilidad fue aventada por algunos sectores de la corte bragantina instalada en Río de Janeiro luego de las abdicaciones de Bayona. El proyecto de instalar una regencia encarnada por la infanta Carlota Joaquina de Borbón –esposa de João VI de Portugal y hermana mayor de Fernando VII– o por del infante D. Pedro Carlos de Borbón y de Beira (hijo del hermano de Carlos IV, Gabriel, y de la princesa de Beira, Mariana Victoria) y de unir así las dos Coronas ibéricas fue, en aquel momento, una alternativa más entre otras que buscaba salvar el “legitimismo monárquico” en medio de la tormenta provocada por el avance napoleónico25. La unidad ibérica del trienio, en cambio, fue promovida por los sectores liberales en los momentos en que no se sabía qué actitud habría de adoptar João VI frente a las Cortes y a la Constitución que éstas se disponían a sancionar en Portugal26. Si tal actitud se definía por el rechazo a regresar y a aceptar la centralidad de la nueva soberanía nacional con sede en Lisboa, los liberales estaban dispuestos a sacrificar la unidad del imperio y a concertar una unión liberal con España; es decir, una unión de las dos monarquías ibéricas, pero ahora constitucionalizadas.

La segunda cuestión que queremos dejar trazada es que si bien ambas metrópolis no fueron capaces de salvar sus imperios bioceánicos al negarse a reconocer a los americanos el estatus de sujetos políticos con derecho al autogobierno pleno dentro de las nuevas naciones –portuguesa y española–, la herencia que en términos constitucionales legaron a sus ex colonias difieren. Tal diferencia no reside tanto en el pasado colonial ni en los procesos constituyentes llevados a cabo en la Península sino en la naturaleza de las crisis experimentadas a partir de 1808. Si regresamos a los problemas planteados al comienzo de este ensayo, queda en evidencia que la crisis portuguesa, aun con las agudas consecuencias que tuvo, evitó con el traslado de la familia real la devastadora crisis monárquica española que –derivada de las ilegítimas abdicaciones– implicó la inmediata federalización de la soberanía. Si, como dijimos, el Trienio Liberal unió los destinos de las dos metrópolis alrededor de un mismo constitucionalismo y de un mismo fracaso en pos de mantener sus posesiones americanas, la constitucionalización de las nuevas naciones, ahora independientes, reveló problemas que en gran parte fueron hijos de las distintas respuestas dadas a la crisis desatada por la “cuestión napoleónica”.

LOS DILEMAS AMERICANOS

Resultaría redundante detenernos aquí en los sinuosos caminos constitucionales experimentados por las nuevas unidades soberanas nacidas de los procesos de emancipación americanos, a los que están abocados los ensayos que continúan a éste. Por tal razón, sólo queremos dejar planteadas, para cerrar esta reflexión, algunas cuestiones cruciales de ese primer constitucionalismo iberoamericano. La primera está en sintonía con el argumento expuesto más arriba. La peculiar naturaleza que adoptó la crisis de la monarquía española desató dos procesos de independencia: uno de carácter vertical que gradualmente fue quebrando los lazos atlánticos con la metrópoli, y otro de carácter horizontal, que también de manera gradual –aunque con derroteros mucho más tortuosos– fue quebrando las estructuras territoriales americanas27. Tales estructuras –que iban desde los pueblos más pequeños, pasando por ciudades y provincias hasta llegar a proyectadas naciones con contornos muy cambiantes– reclamaron derechos soberanos en diferentes dosis y formatos. Dichos reclamos derivaron muchas veces en guerras, pero también en iniciativas constitucionales. Los autores de este volumen analizan en profundidad estas últimas iniciativas y revelan el dilema compartido en todas ellas en torno a cómo definir el nuevo sujeto de imputación de la soberanía y, derivado de éste, cómo organizar política y territorialmente a esos nuevos sujetos. El primer problema estuvo íntimamente ligado al “enigma” del poder constituyente –según la gráfica expresión utilizada por Noemí Goldman para titular su ensayo– y el segundo, a las disputas en torno a tendencias centralistas, unitarias, federales o confederales.

Detengámonos por un momento en el primero de estos problemas. ¿Por qué el poder constituyente era un enigma? Elías Palti, al analizar algunos de los problemas que debieron enfrentar los diputados de las Cortes de Cádiz, destaca que entre ellos hubo uno “que no se deja nombrar, que aparece simplemente como imposible de definir” y que se trata, precisamente, de “la idea de un poder constituyente”28. El autor sostiene que esta laguna conceptual no se debía solamente a la persistencia de imaginarios tradicionales, sino a las paradojas que encerraba la novedosa premisa de que existía ahora un acto instituyente que no reconocía ninguna legalidad preexistente, sino que actuaba a través de un congreso que hablaba en nombre de una voluntad nacional que decía representar pero a la cual el mismo congreso le tocaba instituir. Tales paradojas, que aquellas Cortes no pudieron despejar, se hicieron más acuciantes en los procesos constituyentes hispanoamericanos, porque al enigma de aquello que parecía imposible de definir se sumó el enigma sobre qué era lo que se debía representar. Aun cuando el nuevo sujeto de la “nación” gaditana fue objeto de duras controversias y resistencias –comenzando por los propios cuerpos territoriales de la Península–, los cuerpos con vocación soberana del Nuevo Mundo hicieron todavía más problemático el reconocimiento de esa invención llamada “poder constituyente”.

Y he aquí un punto fundamental para entender el derrotero que intentamos trazar en este volumen: como se ha repetido muchas veces en la historiografía reciente, el no reconocimiento que, en distintas regiones y momentos, expresaron los cuerpos territoriales hispanos respecto de las “naciones” que intentaban constituirse, derivaban del irresuelto problema de la soberanía nacido de la crisis monárquica29. Así, pues, el poder constituyente se convirtió en un escenario de disputa y a la vez en un enigma en la medida en que no se acordaba en torno a “qué sujeto” de soberanía estaba imputado. La consecuencia fue la paradoja de crear poderes constituyentes que se negaban a sí mismos al delegar muchas veces las soberanas decisiones de los congresos al “reconocimiento” de los cuerpos territoriales allí representados. En este nuevo contexto, la cuestión del “reconocimiento” fue crucial porque definía la legitimidad, trazándose así una frontera entre “antigua Constitución” y constitucionalismo moderno. Dicha frontera se hizo aún más visible en las experiencias hispanoamericanas que volcaron el nuevo idioma constitucional en molde republicano; un molde que, por otro lado, no contribuía a resolver los dilemas nacidos de los nuevos poderes constituyentes.

Tales dilemas, aunque no estuvieron ausentes en los debates suscitados en Brasil, encontraron una vía capaz de canalizarlos. La legitimidad del príncipe convertido en emperador fue por cierto crucial en este sentido, pues se anclaba, por un lado, en las pautas tradicionales de la monarquía y, por el otro, en la capacidad de inscribir al imperio en el nuevo idioma constitucional. En este caso, la cuestión del “reconocimiento” estuvo presente, pero con valencias diferentes. Mientras que en el orbe hispánico la noción de pacto constitucional se disputó en gran medida entre el preexistente “derecho de los pueblos” y el de una “nación indivisible” que se instituía con el poder constituyente, en Brasil el binomio se dirimió entre una posición que privilegiaba a los representantes de la asamblea constituyente en la elaboración del nuevo pacto y otra que reconocía la autoridad del emperador por haber sido admitida de antemano por la “nación”30. Si bien en este último caso se discutió también sobre la posibilidad de que las provincias tuvieran el derecho de negarse al pacto constitucional que se pretendía crear –encontrando esta posición defensores y detractores– el desenlace de los acontecimientos –que culminaron con la constitución octroyèe en marzo de 1824– clausuró tales dilemas.

Esta clausura, sin embargo, no debe ocultar el segundo problema señalado previamente en torno a cómo organizar territorialmente los nuevos sujetos de soberanía. Si la segunda independencia de naturaleza horizontal a la que hicimos referencia para el orbe hispánico mostró las serias dificultades que experimentaron las élites criollas –y también peninsulares– para constituirse y definir las atribuciones de los cuerpos territoriales en regímenes más o menos centralistas, federales o confederales, la temprana y más duradera “unidad” del Imperio brasileño no dejó de sufrir embates significativos por parte de diversas regiones y provincias. La reacción de Pernambuco en 1824 creando la “Confederación de Ecuador”, aunque rápidamente reprimida por las fuerzas imperiales, es sólo una muestra de ello. El Imperio de Brasil enfrentó, pues, diversas manifestaciones separatistas que, como afirma Márcia Berbel, “consiguió contenerlas por medio del ‘arte de la política’ y, también, por la fuerza de las armas”31.

Ahora bien, en función de todo lo dicho, es preciso concluir con una reflexión que reubique las jerarquías conceptuales de los problemas aquí tratados. Trazar una historia del primer constitucionalismo iberoamericano implica distinguir, en principio, los puntos de partida de las dos áreas involucradas. En nuestra hipótesis, en el mundo hispánico es preciso privilegiar más la crisis constitucional de la monarquía que la crisis del orden imperial, porque sólo a partir de la primera es posible advertir un fenómeno que la perspectiva imperial no permite detectar en toda su dimensión: esto es, la existencia de los dos procesos de independencia ya señalados y el impacto que el segundo –consistente en la emancipación de los territorios frente a los antiguos centros de poder colonial– tuvo en los procesos constituyentes. En el área lusitana, en cambio, la noción de crisis imperial se ajusta mejor, no sólo porque allí no hubo una crisis constitucional de la monarquía sino porque ésta se emancipó a sí misma al trasladarse a un nuevo centro de poder, redefiniendo así nuevos equilibrios en la disputa inter-imperial y dentro mismo del imperio portugués.

Las consecuencias constitucionales de este punto de partida diverso ya han sido destacadas a lo largo de estas páginas. No obstante es oportuno señalar que, más allá de adoptarse el modelo republicano o el monárquicoimperial en cada una de las áreas aquí trabajadas, el binomio nación-Constitución encontró en Iberoamérica un escenario formidable de experimentación, tal como ponen en evidencia los siguientes ensayos.
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